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Resumen
El presente estudio pretende poner en valor la importancia de la co-
rrecta determinación de la situación legal de unestudiante extranjero 
en España. Es fundamental diferenciar, la situación de estancia; en 
la que se encuentra un estudiante en territorio español, con la re-
sidencia legal; requisito indispensable para obtener la nacionalidad 
española. Así como, conocer que existe un mecanismo que permite 
al estudiante un tránsito de su situación de estancia por estudios a 
la situación de residencia y trabajo. El estudiante a los efectos de 
obtener la nacionalidad española, ha de cumplir con los requisitos 
exigidos por el ordenamiento jurídico, por ello de su importancia, 
una mala decisión o un mal asesoramiento puede ser perjudicial para 
sus pretensiones, cuestión esta que se podría evitar.  

Palabras clave: Nacionalidad, estudiante, extranjero, residencia 
legal, estancia.

1. Introducción

Los supuestos de la adquisición de la nacionalidad es uno 
de los problemas más comunes a los que se enfrentan los tribu-
nales actualmente en su día a día y abarcan una gran casuística 
debido a los grandes beneficios que genera obtener la nacio-
nalidad española.

Este estudio pretende distinguir entre: estancia en España por 
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estudios o al amparo de una tarjeta de estudiante y la residencia 
legal a los efectosde la adquisición de la nacionalidad española, ya 
que no son equivalentes. 

Hay que tener presente que, existen distintas formas de ob-
tener la nacionalidad española, la forma más habitual es la na-
cionalidad por residencia, para ello es necesario que la persona 
extranjera haya residido de forma legal e ininterrumpida e inme-
diatamente anterior a la presentación de la solicitud en España, 
durante un periodo de tiempo. Esta podrá ser denegada por 
motivos razonados de orden público o interés social.  El carácter 
legal de la residencia implica que dicha residencia debe estar 
avalada por alguno de los tipos de autorización de residencia 
recogidos en las normas de extranjería.

La regulación de los extranjeros en España distingue entre es-
tancia y residencia, y contempla un régimen especial para los es-
tudiantes. Este régimen se caracteriza por el hecho de que el fin 
único o principal es cursar o ampliar estudios o realizar trabajos 
de investigación o formación en centros docentes españoles. Por 
ello, la tarjeta de estudiante no es equiparable a la residencia en el 
sentido legal a los efectos de la adquisición de la nacionalidad en 
el sentido del art. 22.3 del CC, ya que la simple estancia no es su-
ficiente, pues el estudiante sigue teniendo el domicilio, entendido 
como el centro de relaciones familiares, económicas y profesio-
nales, en su país de origen, y la estancia de estudios es la realiza-
ción de estos sin otra pretensión de integración en el país que se 
realizan, ni cambio de su domicilio.

La actual sentencia dilucida una situación poco conocida en 
nuestro derecho, pero que claramente podría plantearse en cual-
quier tribunal, debido al gran número de extranjeros, que hoy en 
día, deciden traspasar las barreras geográficas y venir a nuestro 
país con el fin de cursar estudios, realizar trabajos de investigación 
o de formación. El presente supuesto versa sobre la adquisición 
de nacionalidad española por parte de una nacional dominicana, 
cuyo requisito de residencia en España se basó en una autoriza-
ción de estudios en el país y cuyo criterio para obtener la naciona-
lidad según el artículo 22 del CC se encuentra controvertido por la 
propia Dirección General del Registro y del Notariado, que recu-
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rrió su propio acto por ser lesivo al interés público ante el consejo 
de ministros, puesto que la interesada se basó en una estancia de 
estudios para cumplir el requisito de estancia en España.

Así pues, la Administración defiende que, se debe revocar la 
nacionalidad española por residencia a quién no cumpla con los 
requisitos establecidos, ya queexiste un innegable interés público 
en que la nacionalidad no se conceda sino a quién reúne los re-
quisitos para ello, dada la trascendencia pública que tiene la na-
cionalidad española en cuanto a los derechos de diversa índole, 
especialmente políticos, que la misma confiere.

Si la concesión de la nacionalidad española es un acto nulo de 
pleno derecho, se ha de revocar siguiendo el procedimiento es-
tablecido legalmente. El ordenamiento jurídico da la posibilidad 
a la Administración de revocar actos favorables que ha dictado, 
siguiendo los causes que el mismo determina. Son supuestos ta-
sados, pues rige el principio de que nadie puede ir en contra de 
sus propios actos. En el supuesto concreto, nos encontramos ante 
una infracción que se ha de calificar como esencial, en cuanto se 
puede reconocer que no puede darse la nacionalidad española 
por residencia a quién no cumple con uno de sus requisitos bá-
sicos. Evidentemente es un acto favorable y concurre el interés pú-
blico. De tal manera, este acto viene a considerarse nulo de pleno 
derecho, entendiendo por estos: actos expresos o presuntos con-
trarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facul-
tades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales 
para su adquisición. Y la Administración en lugar de utilizar el pro-
cedimiento de la revisión de oficio acude a una declaración de 
lesividad, con las garantías y limitaciones que la misma implica, no 
existe motivo alguno para inadmitir el recurso y menos aún para 
desestimarlo constatada la infracción del ordenamiento jurídico

Por tanto, es imprescindible para la adquisición de la nacio-
nalidad, la residencia legal de los estudiantes. Así como tener 
claro la situación en la que se encuentra un estudiante extran-
jero en España, la situación de estancia legal no presupone la 
equiparación a residencia legal en España. Teniendo clara esta 
diferenciación se evitarían posibles perjuicios a la hora de soli-
citar la nacionalidad.
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2. Supuesto Controvertido: ¿En qué situación de 
“legalidad” debemos encontrarnos para poder optar 
a la adquisición de la nacionalidad?

El caso resuelto por la AN versa sobre los requisitos que 
se deben cumplir en materia de residencia para optar a la 
nacionalidad española. Debido a que la SAN trata este caso 
desde la perspectiva de una estudiante, es necesario di-
rigirlos a su estatuto jurídico dado por el artículo 33 de la 
Ley Orgánica 4/2000, de Extranjería (en adelante, LOE). En 
virtud del apartado 1 del artículo 33 de la LE, podemos se-
ñalar que tendrá la consideración de estudiante “el extran-
jero que tenga como fin único o principal realizar una de las 
siguientes actividades de carácter no laboral: a) cursar o am-
pliar estudios; b) realizar actividades de investigación o forma-
ción; c) participar en programas de intercambio de alumnos 
en cualesquiera centros docentes o científicos, públicos o 
privados, oficialmente reconocidos; d) realizar prácticas; y/o 
e) realizar servicios de voluntariado”.En este sentido, es rei-
terada la jurisprudencia del TSJ Comunidad Valenciana entre 
otras, STSJ Comunidad Valenciana núm. 689/2001, Sala de 
lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, de 22 de junio; 
y, STSJ Comunidad Valenciana núm. 815/2001, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, de 18 de julio en el 
que se señala que se considera “estudiante” a “aquella per-
sona que ha sido admitida en un centro docente, público o 
privado, oficialmente reconocido... además, se ha de estar 
matriculado en el centro docente sin que sea suficiente acudir 
de oyente”. Este régimen es de aplicación solo a los nacio-
nales de terceros Estados, aplicándoseles un régimen especial 
a aquellos que disfruten de la ciudadanía europea. 

Para poder entrar en España, los estudiantes deberán estar 
provistos de un visado de estudios, válidamente expedido y 
en vigor, extendido en su pasaporte o documento de viaje 
o, en su caso, en documento aparte. El visado de estudios 
habilita al extranjero a permanecer en España en situación de 
estancia -cuya duración será igual a la de curso para el que 
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esté matriculadoo, en su caso, del trabajo de investigación 
que desarrolle- para la realización de cursos, estudios, tra-
bajos de investigación o formación, intercambio de alumnos, 
prácticas no laborales o servicios de voluntariado, no remu-
nerados laboralmenteo para realizar proyectos de investiga-
ción en el marco de un convenio de acogida firmado con un 
organismo de investigación. Los requisitos para la obtención 
del visado de estudios, en virtud del artículo 38 del RE, son 
los siguientes: a) cumplir todos los requisitos para la en-
trada en territorio español –establecidos en el Título I del 
mismo–; b) haber sido reglamentariamente admitido en cua-
lesquiera centros docentes o científicos españoles, públicos 
o privados, oficialmente reconocidos, para cursar o ampliar 
estudios o realizar trabajos de investigación o formación, 
no remunerados laboralmente, con indicación, según co-
rresponda, de un horario que implique asistencia y/o de un 
plan de estudios, investigación o formación aprobado; c) en 
los supuestos de estudiantes menores de edad, cuando no 
vengan acompañados de sus padres o tutores, se requerirá, 
además, la autorización de éstos para el desplazamiento a 
España para realizar los estudios, en la que conste el centro y, 
el período de estancia previsto, evidentemente, dicha auto-
rización debe comprender tanto el desplazamiento a España 
como el periodo de estancia por estudios en nuestro país; 
y, finalmente, d) tener garantizados los medios económicos 
necesarios para sufragar el coste de sus estudios, así como 
los gastos de estancia y regreso a su país, y, en su caso, los 
de sus familiares. 

La solicitud de visado de estudios deberá presentarse per-
sonalmente, en modelo oficial, y con carácter general, en la 
misión diplomática u oficina consular española en cuya de-
marcación resida el extranjero, acompañando los documentos 
que acrediten lo siguiente: 

a) la vigencia del pasaporte o documento de viaje del soli-
citante para todo el período para el que se solicita el visado;

b) la admisión en un centro docente, público o privado, ofi-
cialmente reconocidos, para cursar o ampliar estudios o rea-
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lizar trabajos de investigación o formación, en la que deberá 
constar, cuando proceda, el número de código asignado a 
dicho centro en el Registro nacional de universidades, cen-
tros y enseñanzas o en el Registro estatal de centros docentes 
no universitarios, ambos dependientes del Ministerio de 
Educación y Ciencia, así como a los centros de investigación 
reconocidos como tales por el Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio o por el Ministerio de Educación y Ciencia;

c) el contenido del plan de estudios, formación o investiga-
ción que se vaya a realizar;

d) un seguro médico que cubra, durante todo el tiempo 
de su estancia en España, los gastos médicos y la repatriación 
asociados a un accidente o a una enfermedad repentina;

e) la disposición de medios de subsistencia y alojamiento 
para el período que se solicita y, en su caso, para garantizar el 
retorno al país de procedencia;

f) en el caso de estudiantes menores de edad, la correspon-
diente autorización de los padres o tutores; asimismo, cuando 
la duración de los estudios o de la investigación supere los 
seis meses, se requerirá, además;

g) un certificado médico con el fin de acreditar que no 
padece ninguna de las enfermedades susceptibles de cuaren-
tena previstas en el Reglamento sanitario internacional; y

h) cuando se trate de solicitantes mayores de edad penal, 
carecer de antecedentes penales.

Una vez acreditadas por parte del extranjero  las condi-
ciones personales expuestas, la oficina consular requerirá, 
por medios telemáticos cuando sea posible, directamente o a 
través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
informe favorable de la Delegación o Subdelegación del 
Gobierno correspondiente, sobre el cumplimiento de los re-
quisitos para la permanencia del estudiante en España y, en 
atención al cumplimiento del resto de los requisitos exigidos, 
resolverá sobre la solicitud y expedirá, en su caso, el visado 
de estudios, en el plazo máximo de un mes. Finalmente, noti-
ficada la concesión del visado, el extranjero deberá recogerlo 
en el plazo máximo de dos meses.
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Partiendo de esta base, en la propia sentencia se resalta 
que la interesaba se encontraba en un régimen de estancia 
legal donde se han acreditado los requisitos del artículo 22 
del CC para la obtención de la nacionalidad, que consisten 
en:

a) legalidad de la residencia, lo que supone la sujeción a las 
normas sobre extranjería establecidas;

b) continuidad o no interrupción del plazo;y 
c) que tal periodo de residencia corresponda al momento 

inmediatamente anterior a la solicitud.
La interesada lo intenta acreditar mediante la aportación 

de la vida laboral de los últimos diez años, pero la propia 
Audiencia Nacional niega la suficiencia de las pruebas apor-
tadas atendiendo a la literalidad del precepto: se exige una 
“residencia” legal, algo que con una autorización de estu-
dios no puede valer, puesto que una autorización de estudios 
supone un permiso de “estancia” según el artículo 33.2 de la 
LOE.La diferencia principal entre estancia y residencia es que 
en la residencia se autoriza a vivir en España al extranjero, a 
diferencia de la estancia, que entiende el paso del extranjero 
en España como un mero tránsito, con las especialidades para 
los estudiantes; ya que la propia residencia y centro de rela-
ciones sociales continúa en el país de origen y es imposible 
equiparar estancia con residencia para la adquisición de la na-
cionalidad.

Este criterio ha sido ratificado por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo empezando por la STS, Sala 1ª, de 19 sep-
tiembre 1988 y de 3 de mayo a través de la interpretación 
literal que hace el tribunal del precepto, y ya asumido por 
la Audiencia Nacional en las SSAN (3ª) de 12/07/2016 (Rec. 
906/2014) y 21/09/2017 (Rec. 779/2016).

No se niega que la permanencia en España bajo una auto-
rización de estancia por estudios dé lugar a una permanencia 
legal sino qué se concluye en que, este régimen legal no da 
cumplimiento a las exigencias de la residencia legal para ad-
quirir la nacionalidad por residencia en el marco de nuestro 
derecho interno.
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Para la concesión de la nacionalidad por residencia se 
requiere que ésta haya durado diez años. Serán suficientes 
cinco años para los que hayan obtenido la condición de refu-
giado y dos años cuando se trate de nacionales de origen de 
países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial 
o Portugal o de sefardíes.

Bastará el tiempo de residencia de un año para: a) el que 
haya nacido en territorio español; b) El que no haya ejercitado 
oportunamente la facultad de optar; c) El que haya estado 
sujeto legalmente a la tutela, guarda o acogimiento de un 
ciudadano o institución españoles durante dos años consecu-
tivos, incluso si continuare en esta situación en el momento de 
la solicitud; d) El que al tiempo de la solicitud llevare un año 
casado con español o española y no estuviere separado legal-
mente o de hecho; e) El viudo o viuda de española o español, 
si a la muerte del cónyuge no existiera separación legal o de 
hecho; f) El nacido fuera de España de padre o madre, abuelo 
o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En todos los casos, la residencia habrá de ser “legal, conti-
nuada e inmediatamente anterior a la petición”.

El interesado deberá justificar, en el expediente regulado 
por la legislación del Registro Civil, buena conducta cívica y 
suficiente grado de integración en la sociedad española.

La concesión o denegación de la nacionalidad por resi-
dencia deja a salvo la vía judicial contencioso-administrativa.

La residencia legal continuada e inmediatamente anterior a 
la petición no quiere decir prohibición absoluta de salir del te-
rritorio nacional durante ese periodo, de modo que la no pre-
sencia física ocasional y por razones justificadas del territorio 
español no presupone el incumplimiento del requisito de re-
sidencia continuada siempre que no se traslade la residencia 
habitual y por ende el domicilio fuera del territorio español. 
Se hace, hincapié en que no se puede confundir el concepto 
de residencia, entendido éste en sentido técnico jurídico de 
residencia determinante del domicilio y que por tanto debe 
ser entendida como residencia habitual, con el de presencia 
física. De ahí que si un residente legal en España se ausenta 
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del territorio español por razón de estudios, la temporalidad 
de los mismos determina que no se entienda rota la conti-
nuidad de la residencia pues la efectividad y continuidad de la 
residencia deriva de la fijación real de domicilio en España y la 
vinculación al territorio en cuanto al medio de vida, desarrollo 
de las relaciones personales, familiares, sociales, administra-
tivas y demás que conforman el régimen de vida del intere-
sado, que no se desvirtúan por el hecho de que, sin desvincu-
larse de tal relación con el territorio, haya de permanecer en 
el extranjero por razones de trabajo o estudios. A la inversa, el 
extranjero que se desplaza a España y permanece legalmente 
bajo un régimen temporal de estudios, no ve rota su vincula-
ción con su país de origen sobre la base de la temporalidad 
que impone el limitado objeto de su desplazamiento.

Es importante saber que la tarjeta de estudiante, con 
carácter general, no permite al estudiante realizar una acti-
vidad retributiva por cuenta ajena ni propia. Sin embargo, se 
le puede autorizar para realizar actividades remuneradas a 
tiempo parcial o de duración determinada, para ello ha de 
cumplir con los requisitos para la concesión de una autoriza-
ción administrativa para trabajar, : a) que dichas actividades 
deberán ser compatibles con la realización de los estudios 
–“de ahí que el contrato, que ha de formalizarse por escrito, 
haya de celebrarse a tiempo parcial y, en caso de ser a tiempo 
completo, no podrá tener una duración superior a tres meses 
ni coincidir con el período lectivo–y, b) que los ingresos obte-
nidos no podrán tener el carácter de recurso necesario para 
su sustento o estancia. 

Ahora bien, como novedad del Reglamento de Extranjería –y, 
en aras a lograr la ansiada simplificación de la gestión adminis-
trativa en materia de extranjería–, se establece que “no será pre-
ciso solicitar autorización para aquellas prácticas en entidades 
públicas o privadas que formen parte del plan de estudios para 
el que se otorgó el visado de estudios y se produzcan en el 
marco de los correspondientes convenios de colaboración entre 
dichas entidades y el centro docente de que se trate”.

Las estudiante en cuestión debió haber seguido el camino 
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recogido en el artículo 199 del Reglamento de Extranjería, que 
con la rúbrica “De la situación de estancia por estudios a la 
situación de residencia y trabajo”, se recoge la posibilidad de 
que los extranjeros que se encuentren en España en situación 
de estancia por estudios, previo cumplimiento de los requi-
sitos laborales exigidos en el artículo 50 y que la solicitud la 
presente el empleador, siempre y cuando el extranjero cumpla 
los siguientes requisitos: a) que haya permanecido en España 
durante, al menos, tres años en la situación de estancia por es-
tudios –aunque, excepcionalmente y previo informe favorable 
de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración podrá 
reducirse el plazo de tres años, cuando se trate de extranjeros  
cuya residencia  en  España se considere oportuna por razón de 
la relevancia excepcional de los méritos profesionales y cientí-
ficos acreditados por los mismos–; b) que haya realizado los 
estudios o el trabajo de investigación con aprovechamiento; y, 
finalmente, c) que no haya sido becado o subvencionado por 
organismos públicos o privados dentro de programas de coo-
peración o de desarrollo del país de origen.

La autorización de residencia y trabajo, así como, en su 
caso, la autorización de residencia para los familiares, deberá 
solicitarse durante los tres meses anteriores a la extinción de la 
autorización de estancia por estudios. La solicitud realizada en 
este plazo prorrogará la vigencia de la autorización de estancia 
del estudiante o investigador y, en su caso, de los familiares 
contemplados en el mencionado artículo 89, hasta que recaiga 
resolución sobre ella.

La eficacia de la autorización de residencia y trabajo conce-
dida, que tendrá la consideración de autorización inicial, estará 
condicionada a la posterior afiliación y alta del trabajador en la 
Seguridad Social en el plazo de un mes desde la notificación 
realizada al solicitante. Cumplida la condición, la autorización 
comenzará su período de vigencia, y en el plazo de un mes 
desde su entrada en vigor, el trabajador deberá solicitar la tar-
jeta de identidad de extranjero.

Observando los antecedentes, podríamos afirmar que la in-
teresada en el presente caso habría podido conseguir la resi-
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dencia y seguir el cauce de la legalidad para la posterior obten-
ción de la nacionalidad. Cabe lamentar, por lo tanto, la terrible 
decisión de la interesada a la hora de su obtención, ya que es 
posible la modificación de la situación de los ciudadanos ex-
tranjeros en España, gracias al artículo 199 del Reglamento de 
Extranjería.

En la actualidad, existe un nuevo procedimiento para la 
adquisición de la nacionalidad española, ofrece una mayor 
facilidad al ciudadano extranjero. Se trata de un sistema te-
lemático, sin necesidad de cita previa, será el extranjero, ya 
sea estudiante o no, el que conociendo sus circunstancias 
personales y su disponibilidad, el que iniciará este trámite. 
Se encuentra en vigor desde el año 2015, ha sido diseñado 
por la Disposición Final Séptima y Octava de la Ley 19/2015 y 
desarrollado por el Real Decreto 1004/2015. Reglamento del 
Procedimiento da Nacionalidad por Residencia. En resumen, 
podemos señalar como características más importantes las si-
guiente: es un procedimiento administrativo, de carácter ági-
l;de naturaleza electrónica;se inicia de forma voluntaria por la 
persona interesada;incluye el pago de una tasa administrativa 
de tramitación; conlleva la realización de exámenes; conlleva 
la preparación de un expediente; finaliza con una resolución 
contra la que se podrá interponer los correspondientes re-
cursos. La nacionalidad obtenida por esta vía no es de origen.

Con este nuevo sistema, podemos presentar el expediente 
cuando queramos, es un servicio que podemos formalizar en 
cualquier momento y sin la presencia del interesado, una vez 
que se tenga su autorización o mandato más la documentación 
exigida en cada caso.

Como se ha señalado, la tramitación del procedimiento será 
electrónica y su instrucción corresponderá a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado. De acuerdo con lo establecidos 
en el artículo 8 del Reglamento aprobado por Real Decreto 
1004/2015, de 6 de noviembre, corresponde al interesado 
probar el cumplimiento de los requisitos de residencia, buena 
conducta e integración en la sociedad española, en los términos 
establecidos en el Código Civil y en el citado Reglamento.
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3. Conclusión
Como se ha venido diciendo, este supuesto puede darse 

de forma frecuente debido a las condiciones socio-educativas 
de España y la gran presión migratoria de la que es objeto. 
Atendiendo a la literalidad de la norma interpretada por los tri-
bunales, es imposible la equiparación para los estudiantes de 
los periodos de estancia a la residencia para la obtención de la 
nacionalidad. El fondo del asunto se centra, en determinar si se 
considera residencia legal en España a los efectos de adquirir la 
nacionalidad, la permanencia en territorio nacional durante el 
tiempo que el estudiante este amparado por sucesivas estancias 
por estudios y sobre la premisa, incuestionable, de que dicha 
permanencia ha sido legal en cuanto a que ha venido ampa-
rada por autorizaciones en el marco de la ley de extranjería. No 
se puede equiparar la simple permanencia en territorio español 
por medio de cualquier documento público o privado, como un 
empadronamiento, un contrato de depósito bancario, o como 
es el caso, mediante un contrato laboral. Es importante saber 
que, la inscripción en el padrón no constituye un título de resi-
dencia legal en España. Dicha inscripción únicamente acredita 
que la persona inscrita reside habitualmente en el municipio co-
rrespondiente, sin ninguna otra repercusión, pues el empadro-
namiento no presupone ni determina el carácter legal de la per-
manencia en España con arreglo a la normativa de extranjería. 
La residencia legal a que se refiere el artículo 22 CC se adquiere 
por la obtención del permiso de residencia que corresponda a 
la situación personal del extranjero interesado, expedido por los 
órganos competentes de la Administración General del Estado. 
Ya hemos visto que, normativamente, se exige un determina-
doplazo para considerar a un extranjero residente legal, en este 
caso dos años como nacional de país iberoamericano, este 
plazo se ha de cumplir de forma inmediatamente anterior a la 
solicitud, de tal manera no se ha de atender para completarlo, al 
plazo posterior a la solicitud que también aparezca cubierto por 
permisos de residencia, y que haya transcurrido durante la tra-
mitación del expediente, incluida su impugnación ya sea en vía 
administrativa o judicial, que no es el caso ya que la recurrente 
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nunca ha estado documentada en un régimen distinto al de es-
tancia por estudios  y sin perjuicio de que la recurrente, a fecha 
de la presente, estuviera ya en disposición de formular una nueva 
solicitud a la que en principio no se le pudiera objetar nada en 
cuanto a la residencia legal. El caso presentado supone una mal 
decisión –o asesoramiento– a la hora realizar los trámites para 
su obtención, puesto que en la norma existen soluciones para 
transitar entre la autorización de estudios hasta el permiso de 
residencia.  Pues,se trata únicamente de ver si la solicitud para 
obtener la nacionalidad española por residencia se acomodaba 
o no a las exigencias legales en uno de los requisitos. Por otra 
parte, hay que tener claro para evitar errores innecesarios; que 
la simple permanencia legal en territorio español amparada por 
autorización para estudios, no es equiparable en ningún caso a 
la residencia legal en España y atendiendo a la configuración 
jurisprudencial que se ha efectuado en relación al requisito de la 
residencia legal para adquisición de la misma ya que la norma-
tiva de extranjería aplicable al caso de autos, constituida por la 
Ley Orgánica 4/2000 , de 11 de enero, establece en su art. 29.3 
que son extranjeros residentes los que hayan obtenido un per-
miso de residencia temporal o de residencia permanente , y se 
diferencia nítidamente la situación de mera estancia en general y 
la autorización de estancia por estudios en particular, esta última 
regulada en elart. 33 de la citada normay que se caracteriza por 
el hecho de que el fin único o principal es cursar o ampliar estu-
dios o realizar trabajos de investigación o formación en centros 
docentes españoles.

Así, pese a que con el tiempo se vaya difuminando una de 
las notas propias de la autorización de estancia por estudios, la 
permanencia en España amparada en la tarjeta de estudiante o 
ahora en una autorización de estancia para cursar estudios no 
puede considerarse que reúna las notas exigidas a la residencia 
a los efectos de entender cumplido el requisito de residencia 
legal, continuada e inmediatamente anterior a la petición pre-
visto para la adquisición de la nacionalidad. 

Cabe resaltar que actualmente ha sido modificado el marco 
normativo respecto al régimen de entrada y residencia en los 
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territorios de la UE por la entrada en vigor de la Directiva (UE) 
2016/801 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de mayo 
de 2016 relativa a los requisitos de entrada y residencia de los na-
cionales de países terceros con fines de investigación, estudios, 
prácticas, voluntariado, programas de intercambio de alumnos 
o proyectos educativos y colocación au pair, y la cual hace re-
ferencia la propia sentencia de análisis y debe transponerse al 
ordenamiento interno, y el cual comportará cambios respecto al 
régimen de la adquisición del permiso de residencia.
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